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PRESIDE: — Señora Representante Margarita Percovich. 


MIEMBROS: Señores Representantes Fernando Araújo, Gustavo Borsari Brenna, Daniel Díaz Maynard, 
Alejo Fernández Chaves, Felipe Michelini, Jorge Orrico y Diana Saravia Olmos. 


SEÑORA PRESIDENTA (Percovich).- Se pasa a considerar el asunto que figura en segundo término 
del orden del día: "Corredores Inmobiliarios. (Se regula su actividad)". 


Habíamos aprobado los artículos 1* y 2". El artículo 3* fue desglosado y en el artículo 4” había quedado 
pendiente la integración de la Comisión Administradora. 


En el Ministerio hay un registro de inmobiliarias pero no hay una asociación que las agrupe. Los 
representantes de ADIPE, por ejemplo, me señalaron que ellos tienen un estatuto especial y un acuerdo con el 
Ministerio de Turismo, y que quisieran estar representados porque entienden que por sus características son 
más representativos de la actividad inmobiliaria que la Asociación de Rematadores y Corredores 
Inmobiliarios y la Cámara Inmobiliaria del Uruguay. Tenemos que ver de qué forma podemos incluirlos, tal 
vez agregando "las inmobiliarias integrantes del Registro del Ministerio de Turismo" o algo por el estilo. A su 
vez, las inmobiliarias del interior tampoco están agrupadas y son muy diversas. 


Esto lo dejamos pendiente hasta encontrar una forma de concretar la inclusión. 


SEÑOR ORRICO.- Todo el mundo sabe que me opongo fervientemente a este proyecto, pero, 
aparentemente, está avanzando. O sea que uno debe ubicarse y tratar de determinar qué es lo 
fundamental para que esto se pueda convertir en ley sin agraviar lo que piensa sobre el fondo del 
asunto. 


Propongo que las compañeras y los compañeros de Comisión piensen en dos elementos que voy a exponer, 
que me parecen claves para que la negociación se pueda encarar de aquí en más en procura de un proyecto de 
ley consensuado. 


En primer lugar, creo fervientemente que en el artículo 6%, cuando se habla de matrículas, hay que agregar a 
otros profesionales para que puedan inscribirse en el registro, porque su formación terciaria les permite muy 
bien dedicarse a la actividad inmobiliaria, y con muy buenos resultados. 


En segundo término, el artículo 14 es el que habla de las obligaciones de los agentes inmobiliarios. Yo estuve 
mirando alguna legislación comparada donde hay leyes de este tipo -por ejemplo en Estados Unidos- y el 
corredor inmobiliario es solidariamente responsable con el propietario por aquellas cosas que vende, en 
aquellos vicios de los cuales tuviera que tener necesariamente conocimiento solo empleando la diligencia de 
un buen padre de familia, que es el concepto que en Uruguay se podría manejar. Me refiero a situaciones que 
no son de libro; por ejemplo, a una casa con problemas muy serios de humedad que es pintada a la cal por la 
propia inmobiliaria. Luego, el nuevo propietario o el inquilino se encuentran con humedades que son vicios 
muy serios y cuando van a reclamar se les dice: "Yo no tengo nada que ver; hable con el propietario". Hay 
muchas situaciones de este tipo. 


Naturalmente, el agente inmobiliario o quien actúe mediando no puede hacerse responsable por los vicios 
ocultos o que a él se le hayan ocultado. Eso es muy claro; es un principio de responsabilidad que debemos 
tener en cuenta. 


En esta concepción, habría que agregar un literal en el artículo 14 que como obligación del corredor 
inmobiliario estableciera: "Los corredores inmobiliarios son solidariamente responsables junto a los 
propietarios de inmuebles por los vicios que tuviera la cosa y de los que debieran estar enterados aplicando la 
diligencia de un buen padre de familia. Únicamente la enumeración de los vicios en la escritura de 
compraventa o en el contrato de arrendamiento exonerará al corredor inmobiliario de responsabilidad, no 
admitiéndose cláusulas genéricas como las que expresan que el adquirente recibe la cosa en el estado en que 
se encuentra". Tal vez los escribanos me puedan ayudar a limar alguna expresión, pero me parece que la idea 
queda contemplada con esta redacción. 


Si se aplicara un solo artículo que dijera que el agente inmobiliario es solidariamente responsable por los 
vicios de los cuales debiera tener conocimiento y se admitieran cláusulas genéricas como las que se ponen 
hoy en los contratos -se establecen no solo en materia inmobiliaria sino también de automotores-, traería 
como consecuencia que el adquirente supiera que la cosa tiene tales y cuales vicios, incluidos los que no sean 
detectables con una inspección razonable de alguien que va a comprar o a alquilar una vivienda. El agente 
inmobiliario puede expresar -y la mayoría de las veces puede ser cierto- que él dijo que la casa tenía tal y 
cual problema. En ese caso, debe ponerlo en el contrato correspondiente, ya sea la escritura de compraventa o 
el contrato de arrendamiento. No sé si los agentes inmobiliarios o quien haga las veces de tales, manejan 
alguna otra forma contractual; no lo sé y por eso puse "compraventa" y "arrendamiento". Me parece que son 
dos elementos clave que deberían existir en una profesión que de otro modo queda con muy poca 
responsabilidad actuando en la mediación. 


Con respecto al artículo 6”, llegado el momento plantearé las profesiones que a mi juicio deben estar 
incluidas en un proyecto de ley de esta naturaleza y que, por la formación que reciben, perfectamente pueden 
dedicarse a mediar en materia inmobiliaria. Después de todo, mediar significa aproximar a dos partes para 
que contraten. 


SEÑOR FERNÁNDEZ CHAVES.- El señor Diputado Orrico está señalando, con acierto, algunas 
propuestas. 


La Asociación de Rematadores y Corredores Inmobiliarios refiriéndose al artículo 13 expresa: "Con respecto 
al inciso G), se debería establecer que el Corredor Inmobiliario tendrá competencia en todo el territorio de la 
República, no pudiendo limitarse su actividad a determinadas zonas o Departamentos". Hay que dejar 
constancia de que eso será así en tanto cumplan con las inscripciones y con el pago de los avales e impuestos 
correspondientes a cada uno de esos lugares. En las zonas turísticas, el Ministerio de Turismo exige un aval a 
las inmobiliarias, precisamente en relación al último planteamiento que hizo el señor Diputado Orrico. 
Naturalmente, tiene otras características, pero se trata de una garantía. Debemos pensar en alguna redacción 
que permita el ejercicio en todo el país, pero en tanto se cumpla con los requerimientos que existan para 
desempeñar esa profesión en el lugar específico de que se trate. De lo contrario, estaríamos dejando en 
inferioridad de condiciones a las inmobiliarias instaladas en las zonas turísticas frente a las que vayan a 
competir con ellas y estén instaladas donde no se pagan esos avales, que son bastante importantes. 


SEÑORA PRESIDENTA.- El aval es de US$ 47.000. 


En el artículo 4” continúa pendiente definir la integración del Registro Nacional. 
En discusión el artículo 5". 
No hay diferencias con respecto al literal A). 


En la sesión anterior discutimos un poco sobre el literal B) propuesto por el Encuentro Progresista en el que 
se sugiere realizar una prueba de idoneidad técnico jurídica. 


SEÑOR MICHELINI.- Retomo la línea de pensamiento que expresé en la sesión anterior en el sentido 
de que aquí se plantea una apertura o un espacio de entrada a la profesión diferente con respecto al 
proyecto original, que se remite, por un lado, a las personas físicas que prueben que han desarrollado 
la profesión de corredor inmobiliario en forma ininterrumpida durante un año -artículo 24- y, por 
otro, a quienes hayan aprobado los cursos de UTU u otros expedidos y reconocidos. 


El señor Diputado Orrico plantea, aparte, dar por buenas algunas profesiones de nivel terciario. 


SEÑOR ORRICO.- Me refiero a los abogados, escribanos públicos, contadores y egresados de la 
Escuela de Administración. 


SEÑOR MICHELINI.- Aquí se estaría planteando una cuarta puerta de entrada: que el Registro 
Nacional de Corredores Inmobiliarios establezca una prueba anual o cada dos años y que quienes la 
aprueben puedan ejercer la profesión, siempre y cuando cumplan con los otros requisitos. Si ese es el 
planteo, hay que sacar la palabra "jurídica" y dejar "prueba de idoneidad técnica". Si no lo es, no 
entiendo para qué se establece la prueba. 


SEÑORA PRESIDENTA.- La prueba está referida -hay que fijarse bien en lo que dice el texto- a los 
corredores inmobiliarios "que no hayan realizado los cursos dictados por la Universidad del Trabajo y 
no tengan otro título reconocido conforme al artículo 6to. Literal C) de esta ley". El literal C) del 
artículo 6”, que establece las formas de obtener la matrícula de corredor inmobiliario, dice: "Haber 
aprobado los cursos oficiales de corredor inmobiliario dictados por la Universidad del Trabajo del 
Uruguay (UTU) u otro título equivalente reconocido por las autoridades de la enseñanza pública". 


Por lo tanto, aquí se establece que debe haber una prueba de idoneidad referida al corretaje inmobiliario. 


SEÑOR MICHELINI.- ¿Esta sugerencia de prueba es para la etapa de transición o es una puerta de 
entrada permanente? 


A mi juicio, la prueba no tiene ninguna razón de ser para la etapa de transición. En cambio, no le veo 
inconveniente si es una puerta de entrada permanente. La prueba será exigente y con cierta periodicidad; 
quien la salve se podrá inscribir en el Registro. Estoy pensando, por ejemplo, en un dependiente de una 
inmobiliaria que se pelea con su patrón o que al producirse el fallecimiento de este, de un día para otro se 
queda sin su ingreso. 


SEÑOR FERNÁNDEZ CHAVES.- El literal B) que propone el Frente Amplio recoge la práctica en 
algunas profesiones en nuestro país. Por ejemplo, en el caso de los ópticos, cada cierto tiempo -que no 
es fijo- se realizan exámenes de idoneidad y quienes los aprueban quedan autorizados para actuar 
como tales. La diferencia es que en la actualidad no existen cursos en esta materia. 


El problema que voy a plantear no es una objeción de fondo pero, si hay un curso, ¿qué pretendemos con 
ello? Dar a la profesión de corredor la preparación y la idoneidad suficientes. Además, hay una vía para 
solucionar las situaciones preexistentes, es decir, la de la gente que hoy está ejerciendo. Para esos casos se 
busca la solución de probar el desempeño en la tarea durante el último año, etcétera, etcétera. Ese es un 
régimen provisorio que en algún momento se va a agotar. 


Si permitimos que haya un curso y un examen -más allá de que es verdad que se pueden dar situaciones 
injustas como la que planteaba el señor Diputado Michelini-, estaríamos yendo a contrapelo del propósito de 
este proyecto de ley, que es asegurar la preparación y la idoneidad. Es como si en estos momentos alguien 
pretendiera ejercer la profesión de procurador aprobando un mero examen general, cuando se requiere de un 
proceso técnico con una cantidad de exámenes para acceder a la procuración. Señalo este ejemplo porque la 
procuración también tuvo un estadio intermedio. Hace muchos años se ejercía sin la habilitación de un título 
y cuando se estableció específicamente que para el ejercicio de la profesión de procurador se necesitaba dar 
todas las materias codificadas, a su vez se solucionó la situación de toda la gente que estaba ejerciendo de 
hecho la profesión, situación hoy prácticamente agotada. 


El hecho concreto es que no se permitió una tercera vía de ingreso a la profesión de procurador, como dar 
"sine die" la posibilidad de que se ingresara mediante una especie de examen general probando idoneidad. 
No; para los anteriores, se estableció un régimen para solucionar situaciones de hecho, y para quienes 
superaban la etapa de la promulgación del acto legislativo no cabía ninguna duda de que tenían que cumplir 
con el régimen de estudio correspondiente. Me parece que este caso sería similar 


Reitero que no tengo una oposición de fondo pero me parece que esta propuesta va un poco a contrapelo de la 
idea general del proyecto de ley. 


SEÑOR MICHELINI.- Coincido con el señor Diputado Fernández Chaves en que el aditivo tiene 
lógica si el examen se realiza en forma periódica, porque la transición ya está solucionada por otro 
lado. La pregunta que me hago es: ¿qué sentido tiene el examen? Creo que dejar una puerta abierta 
para que el acceso a la profesión no se cierre totalmente, porque los cursos se pueden discontinuar, o 
para no pasar de un régimen totalmente abierto a uno totalmente cerrado. La variante que plantea el 
señor Diputado Orrico -que no estamos discutiendo pero que hace a este tema- es aceptar la formación 
en determinadas profesiones universitarias como base de conocimiento para acceder a la matrícula. 


Estoy pensando en la legislación sobre los despachantes de aduana, que si no me equivoco, establece la 
realización de una prueba en forma periódica. Es una manera de asegurar que la profesión de corredor 
inmobiliario no quede tan, tan cerrada. Esta es la única lógica que veo a este agregado. No parece que vaya 
contra el profesionalismo de la carrera; al contrario, una prueba lo resalta. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Realmente, no sé con qué espíritu propuso este agregado el señor Veiga, 
pero hay algo que no está contemplado en el artículo 24. ¿Cómo se acredita lo que se exige en este 
artículo? ¿Dónde estaban registrados? Sabemos que hay una cantidad de gente que no está registrada 
en ningún lado, que no aporta al BPS ni a la DGI, etcétera, y que ejerce la intermediación inmobiliaria. 
Este agregado obligaría a blanquear una situación que hoy no es formal, lo que también es uno de los 
objetivos de la ley. Muchos de ellos no son responsables, hacen arreglos mentirosos en las casas y 
después no hay a quién reclamar. Me parece que realizar esta prueba antes de entrar en el registro con 
todas las obligaciones formales y las responsabilidades que se asumen, obligaría a demostrar que 
además se tiene idoneidad técnica, que en una gran cantidad de casos es así. 


Lo veo como un elemento más de transición. Me parece que la alternativa que señalaba el señor Diputado 
Michelini debería explicitarse un poco más para los casos específicos y especiales a que hacía referencia. 


SEÑOR FERNÁNDEZ CHAVES.- La interpretación que plantea la señora Presidenta no es la que 
surge del texto que, a mi criterio, es la que le dio el señor Diputado Michelini, es decir, que habría un 
régimen que permitiría un ingreso permanente a esta profesión. 


SEÑOR MICHELINI.- Si se asume como parte de la transición, hay que establecer que el Registro, 
una vez promulgada la ley, debe establecer una fecha de prueba a efectos de que se regularicen 
situaciones. Demos al Registro el poder de decidir si después quiere hacer estas pruebas; con eso 
solucionamos el problema. Mi temor es que no hay una tradición tan larga de estos cursos. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Pensemos en la gente del interior. 


SEÑOR DÍAZ MAYNARD.- Estaba recordando -cuando el señor Diputado Fernández Chaves lo 
actualizó yo me sentí absolutamente representado-, que estaba en la directiva del Centro de 
Estudiantes de Derecho cuando se incorporó la necesidad de ser procurador universitario. En aquel 
momento, se daba una situación como la que se plantea ahora, en la que había gente que desde hacía 
muchos años actuaba como procurador, pero no tenía exigencias. Nosotros, como estudiantes, peleamos 
para que pudieran ser procuradores solo quienes hubieran cumplido el requisito de tener 
determinadas materias aprobadas en la Facultad. Fue un gran triunfo cuando se estableció -lo 
sentimos así-, pero se admitió que quienes tenían notoriamente esa calidad pudieran acceder a la 
profesión, porque había mucha gente que había vivido de eso. Hubo un período de transición y 
finalizado este, no hubo otro escape. Solo son procuradores los que han cursado y aprobado 
determinadas materias. 


Para mí eso es claro y me parece bien. Creo que ese es el sistema que deberíamos legislar y nada más. 
Debemos establecer determinados requisitos que sean fácilmente probables sobre qué quiere decir idoneidad 
notoria y qué quiere decir haber ejercido la profesión durante ese tiempo y después, se acabó: no habrá más 
nadie que los que hayan cursado. Eso es relativamente sencillo y tenemos experiencias claras al respecto. 


SEÑOR MICHELINL- Muchos años después, cuando estudié Derecho Procesal -no aprendí mucho, 
por cierto-, se diferenciaba el procurador que estaba en el régimen nuevo del que estaba en el régimen 
viejo. La diferencia que noto aquí -lo señalo sin ningún objeto dilatorio de la votación de este proyecto- 
es que ya había una tradición larguísima de estudio de Derecho en el país. En este caso, el proyecto 
original -que fue presentado con la aquiescencia de quienes aspiran a que se reglamente la profesión de 
corredor inmobiliario- establece que la disposición del artículo 24 estará vigente hasta que se culmine 
el dictado del primer curso. Entonces, establezcamos la obligación de que el Consejo Técnico 
Profesional de la ANEP mantenga estos cursos; de lo contrario, vamos a crear una profesión tan 


cerrada, tan protegida, que nadie podrá acceder a ella. 


Para mí, deberíamos establecer la propuesta del Encuentro Progresista de hacer una prueba como en el caso 
de los despachantes de aduana. Si se me dice que eso erosiona porque queremos que se haga el curso, 
entonces pongamos la obligatoriedad de que se mantengan los cursos. 


SEÑOR ORRICO.- El problema es que no podemos establecer esa exigencia por ley, porque sería 
meterse con autonomías, lo que sería muy complicado. 


Este literal B), así como está, establece que cada dos años, por ejemplo, se haga una especie de concurso 
donde en carácter de libre -digámoslo así-, las personas que se sientan capacitadas para ejercer esta actividad 
se presenten a los efectos de cumplir un requisito para ser inscriptas en la matrícula. Entonces, además de los 
egresados del instituto técnico y de los abogados, escribanos, contadores públicos y egresados de la Escuela 
de Administración, habría una tercera categoría de personas a las que se les habilitaría a ejercer esta 
actividad, que serían aquellas que cada dos años harían una especie de examen de ingreso, sin tener ningún 
título. Y dejamos que la Comisión Administradora fije las condiciones reglamentarias -creo que en este caso 
el término reglamentario es correcto- en cuanto a cómo debe desarrollarse este concurso de ingreso, que en 
realidad no es un concurso porque no hay competencia entre unos y otros sino que ingresa quien llega a un 
mínimo razonable para acceder al registro. 


SEÑOR DÍAZ MAYNARD.- Siento que sería racional establecer como exigencia tener ese título sin 
necesidad de haber probado idoneidad. Me parece que hay una superposición de dos cosas. 


SEÑOR ORRICO.- Esto sería algo así. Tenemos un conjunto de gente que realiza la actividad y que 
nunca se recibió de nada. La Facultad de Medicina tuvo que resolver un problema similar en cuanto a 
las especialidades. Hasta hace doce o catorce años atrás, no se expedían títulos de posgrado, o por lo 
menos no todos. Un caso es el título de intensivista. Cuando se crearon los posgrados se dieron 
certificados de competencia notoria a aquellas personas que durante muchísimos años ejercieron como 
intensivistas. 


Acá habría una primera categoría de ciudadanas y ciudadanos que tienen competencia notoria. ¿Cuáles son 
las condiciones que se establecen para la competencia notoria? Los requisitos que una ley dispone para decir 
que hasta ahora una persona ha estado ejerciendo esta actividad. 


La segunda categoría está formada por aquellos que ya han egresado de los cursos del Consejo Técnico 
Profesional. Tienen que matricularse y tener certificado de buena conducta. 


Otra categoría es la que propuse, que está formada por los egresados de determinados niveles universitarios. 


Acá se está proponiendo que cada dos años haya una forma de ingreso a la actividad, no curricular, que sería 
la de prepararse para dar la prueba de admisión. De esa forma, la persona se "recibiría" de corredor 
inmobiliario. Eso es lo que dice acá. 


Ahora bien, me parece que la referencia que hacen las gremiales en cuanto a que podría caerse en 
favoritismos no corresponde. 


Tenemos que decidir si queremos que esta sea otra vía de ingreso. 


SEÑOR BORSARI BRENNA.- Yo me afilio a la tesis de Fernández Chaves. No me parece bien 
establecer otra vía. De todos modos, para contemplar los casos de las inmobiliarias que no están 
formalizadas, que era lo que preocupaba a la señora Presidenta, se puede establecer que esto 
funcionará por un período de seis meses o un año, a efectos de que aquellas personas que han tenido un 
ejercicio habitual pero no regularizado puedan realizar esta prueba. En ese caso, no tengo 
inconveniente en buscar una redacción. 


SEÑOR FERNÁNDEZ CHAVES.- Quiero hacer unas precisiones más allá de este proyecto de ley. 


En primer lugar, tengo una posición con respecto a las autonomías más limitada que la de muchos integrantes 
de la Cámara. Creo que la ley puede establecer -lo digo con toda franqueza- una carrera. Si la ley puede 
regularla, puede crearla y no es violatorio de las autonomías. La autonomía dice relación con otras cosas; ese 
es mi criterio. 


En segundo término, ¿cuál es la oposición que he visto que se hace -y especialmente ha sostenido el señor 
Diputado Orrico- a la profesión de corredor inmobiliario? Precisamente, la falta de seriedad que han 
demostrado algunas personas que ejercen esta profesión. Quienes hemos presentado este proyecto tratamos 
de evitar que ese tipo de gente que ha desarrollado en forma poco seria esta profesión desaparezca del 
mercado. Estamos tratando de que existan todas las garantías; queremos proteger al usuario. 


En tercer lugar, el señor Diputado Michelini ha planteado un tema interesante. Por más que estemos 
regulando esta profesión con un curso, eventualmente, por las dificultades que existen en la instauración de 
estos cursos -lo que además debe hacerse en todo el país-, puede darse la situación de que haya personas que 
se encuentren postergadas en su legítimo derecho de realizarlo y, por tanto, de acceder a la profesión de 
corredor inmobiliario. Me parece que no debemos permitir otro ingreso lateral a la profesión de corredor 
inmobiliario permanentemente, sino prever esa situación que se puede dar. En aras de dar la mayor seriedad a 
quienes vayan a ingresar en el futuro pero que no hayan tenido la posibilidad de realizar los cursos porque 
donde viven o en las cercanías no existen, o que no hayan podido demostrar lo previsto por el artículo 24 del 
proyecto de ley, establezcamos que haya un régimen que permita que nuevos interesados puedan entrar a la 
profesión de corredor inmobiliario, provisoriamente, mientras no existan esos cursos. 


Me parece que es una fórmula transaccional y, a la vez, justa para todas aquellas personas que se sientan 
postergadas. 


SEÑOR ORRICO.- Antes de decidir sobre el fondo del asunto, deberíamos saber si lo que antes era la 
UTU dicta los cursos en todo el país. 


SEÑOR FERNÁNDEZ CHAVES.- O si tiene la posibilidad de instaurarlos. 


SEÑOR ORRICO.- La posibilidad crea problemas, porque después no se pueden instaurar en Artigas 
y no hay más agentes inmobiliarios en ese departamento. 


Los exámenes cada dos años o cada año deben realizarse hasta tanto en el departamento que corresponda no 
esté instaurado el curso. De lo contrario, se estaría creando una corporación cerrada con dificultades brutales 
para el ingreso. No dudo que en Montevideo estén establecidos los cursos, pero sospecho que a medida que 
nos vamos alejando de la capital, la realidad es otra. Hay que establecer que en aquellos departamentos donde 
no funcionan los cursos, necesariamente se haga un examen de ingreso para aquellas personas que quieran 
ingresar a la profesión de corredor inmobiliario, quienes serán evaluadas por un tribunal. Hay que buscar 
garantías. 


SEÑOR MICHELINI.- La garantía es el Registro Nacional, porque si no, como en los departamentos 
quienes van a dar la prueba son los propios corredores inmobiliarios, te cierran la profesión. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Creo que hemos llegado a un acuerdo sobre las distintas vías de acceso. 


SEÑOR ORRICO.- Para mí es muy importante que se revise mi propuesta sobre la responsabilidad. 
Sobre esa base me puedo sentar a discutir. 


SEÑOR MICHELINI.- Hay que pensarlo mucho. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Hay tres o cuatro temas conflictivos sobre los que tenemos que decidir. 
Sería bueno que la próxima sesión trajéramos textos alternativos para ver si podemos avanzar. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


